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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

SALA UNITARIA

MAGISTRADO SUSTANCIADOR: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, doce de febrero de dos mil nueve

Acta número 0006 del 12 de febrero de 2009

A esta hora, dos de la tarde, se declara abierta la audiencia pública, dentro de la que ha de resolverse el recurso de apelación, interpuesto por la parte actora, contra la sentencia dictada por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, dentro del proceso que Javier Marín Escobar le adelanta a William, Alejandro, Germán, Julieta y Gloria Ospina Arcila, y los herederos indeterminados de Alejandro Ospina Morales.

ANTECEDENTES

El demandante, amparado por pobre, acude ante la justicia ordinaria laboral, en procura de que por los trámites de un proceso ordinario de doble instancia, surtido con citación y audiencia de los demandados y previa declaración de la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido entre él y el causante, señor Alejandro Morales Ospina Morales, ejecutado entre el 15 de septiembre de 1993 y el 31 de mayo de 2003, terminado sin justa causa, se condene de manera solidaria a los codemandados a pagar vacaciones y primas de carácter legal, salario mínimo legal vigente, auxilio de transporte, cesantía y sus intereses, trabajo suplementario y extra, recargos, festivos, dominicales, días compensatorios, dotación de calzado y vestido de labor, cotizaciones por concepto de aportes al Sistema de Seguridad Social en Salud y Pensiones; reajuste de salarios, cesantía y sus intereses, primas y vacaciones, consistente en la inclusión del porcentaje legal del trabajo suplementario habitual; indemnización por despido injusto, indemnización por falta de consignación del auxilio de cesantía e indemnización moratoria, lo que resulte probado en virtud de las facultades extra y ultra petita, indexación y costas.

Para así pedir, relata que prestó sus servicios personales en forma ininterrumpida al señor Alejandro Ospina Morales, quien falleció el 31 de mayo de 2003, actividad laboral que se desarrolló desde el 15 de septiembre de 1993 hasta el deceso del empleador; el vínculo laboral terminó después de la muerte de Ospina Morales, toda vez que sus servicios no fueron requeridos nuevamente por parte de sus familiares, quienes decidieron de manera unilateral dar por terminada la relación laboral sin justificación alguna; las labores cumplidas por el demandante consistían en oficios varios en distintos predios e inmuebles de propiedad del causante en Santa Rosa de Cabal, cumpliendo un horario que se extendía de lunes a domingo de 6:00 a.m. a 6:00 p.m. y devengando la suma de $100.000 mensuales; expresa conocer los nombres de William, Alejandro, Germán, Julieta y Gloria Ospina Arcila como herederos determinados del causante Ospina Morales en su calidad de hijos legítimos, afirmando desconocer el lugar de residencia de los mismos y su imposibilidad de obtener prueba de su calidad de herederos, toda vez que desconoce su lugar de nacimiento y registro; de igual manera sostiene que no esta enterado sobre la iniciación o tramite de la sucesión del causante.

El juzgado del conocimiento halló el libelo ajustado a los requisitos exigidos por el artículo 25 del C.P.T.S.S., por lo que lo admitió mediante auto del 24 de agosto de 2004, fl. 17, disponiendo la notificación en los términos del artículo 318 del C.P.C., emplazándolos y designando curadores ad litem para que los representase, los cuales contestaron oportunamente, manifestando su falta de conocimiento respecto a los hechos de la demanda y sin proponer excepción alguna. 

Luego de trabada la litis se citó a las partes para llevar a cabo la audiencia donde se intentaría zanjar sus diferencias por la vía de la conciliación, la cual fue imposible, toda vez que los demandados estaban representados por curadores ad litem, por ende se dio paso a la primera audiencia de trámite ordenando abrir el debate a prueba con la orden de practicar las solicitadas por el demandante.

Instruida en lo posible la causa se clausuró el período probatorio convocándose para audiencia de juzgamiento, que tuvo lugar el cinco de noviembre último, en la que el funcionario de primera instancia se inhibió de resolver de fondo respecto de los herederos determinados, toda vez que no se probó en el proceso la existencia de estos, menos su parentesco con el causante, y, en cuanto a los herederos indeterminados, los absolvió al encontrar que no se probó suficientemente la relación laboral deprecada.

Inconforme con la decisión, en tiempo hábil presentó recurso de apelación el abogado del actor, manifestando que se violaron los artículos 29, 228, 229, 230, entre otros, de la Constitución Nacional, así como normas de carácter legal, amén que se negaron los derechos al debido proceso y de defensa , toda vez que un juicio de carácter laboral fue conducido por la vía de otros procesos, lo cual se deduce de la aplicación que el juzgador dio al Código de Procedimiento Civil para dirimir el litigio; agrega que se negó el libre acceso a la administración de justicia al apartarse el funcionario de primera instancia de su función legal y reglamentaria de estudiar y decidir de fondo los asuntos sometido a su consideración; alega que declararse inhibido es casi llegar a lo prohibido por la Constitución y la Ley; insiste en que fue desconocido el procedimiento que de manera autónoma tiene el régimen procesal laboral, el cual tiene un tratamiento especial no civil, para llamar a juicio al demandado del que se desconoce lugar de trabajo y residencia, pues sus nombres y vínculos estaban plenamente identificados; solicita revocatoria total del fallo impugnado.

Concedido el recurso, se enviaron los autos a esta Sede, en donde a las partes se les corrió el traslado de rigor. 

CONSIDERACIONES

En caso de apelación o consulta, el superior tiene la obligación de pronunciarse sobre las nulidades que encuentre, de acuerdo al artículo 357 del C.P.C., por remisión del 145 del C.P.L.

En efecto el mencionado artículo 357, afirma que:

“Si el superior observa que en la actuación ante el inferior se incurrió en causal de nulidad que no fuere objeto de apelación, procederá en la forma prevista en el artículo 145.”

El artículo 81 del C.P.C. aplicable a este proceso, ordena:

“Cuando se pretenda demandar en proceso de conocimiento a los herederos de una persona cuyo proceso de sucesión no se haya iniciado y cuyos nombres se ignoran, la demanda deberá dirigirse indeterminadamente contra todos los que tengan dicha calidad, y el auto admisorio ordenará emplazarlos en la forma y para los fines dispuestos en el artículo 318. Si se conoce a algunos de los herederos, la demanda se dirigirá contra estos y los indeterminados. …

Cuando haya proceso de sucesión en curso, el demandante en proceso de conocimiento o ejecutivo, deberá dirigir la demanda contra los herederos reconocidos en aquel y los demás indeterminados, o solo contra estos sí no existen aquellos, contra el albacea con tenencia de bienes o el curador de la herencia yacente si fuere el caso y contra el cónyuge, si se trata de bienes o deudas sociales.”

Analizando este artículo tenemos, que para demandar a los herederos indeterminados, como sucede en este proceso, es condición indispensable que:

A- Se trate de un proceso de conocimiento.

B- Que se manifieste que el proce4so de sucesión del causante no se ha iniciado.

C- Que se afirme, que no se sabe el nombre de los posibles herederos.

Únicamente si se dan estos requisitos, puede el juez ordenar que los herederos indeterminados sean emplazados por la vía del artículo 318 del C.P.C., de lo contrario se incurre en nulidad.

En cuanto a los herederos determinados, es obligación acompañar la prueba de heredero y dirigir la demanda contra los mismos.

Cabe observar que dicha prueba constituye anexo de la demanda y puede dar lugar a la inadmisión y rechazo de la misma.

De otra parte corresponde al actor señalar a los herederos determinados, si los conoce, e indicar el sitio donde pueden ser notificados de la admisión de la demanda.

La prueba de dicha calidad, se puede acreditar no solo con la providencia que los reconoce como herederos, sino también con otras, como copia del testamento o copias de las actas de estado civil que demuestren el parentesco con el difunto. Teniendo en cuenta que es heredero quien tiene vocación hereditaria más aceptación.

Cuando se ignore el domicilio o la prueba de la existencia o representación del demandado, se debe acudir al artículo 78 del C.P.C.

Analizando el expediente tenemos que en el punto 7° de los hechos de la demanda, folio 8, se dice: “El amparado demandante ha expresado conocer los nombres de William, Alejandro, Germán, Julieta y Gloria Ospina Arcila, como herederos determinados del causante Ospina Morales, en calidad de hijos legítimos y manifiesta no conocer ni la dirección ni el lugar de residencia de estos, ya que al parecer don Alejandro era separado hace más de 20 años y convivía con otra persona desde entonces y no vivía con sus hijos o familiares conocidos, afirma además que no le fue posible obtener la prueba de la calidad de herederos de los anteriores ya que desconoce el lugar de nacimiento y registro de estos.”

A su vez el hecho 8° de la demanda afirma: “El amparado demandante, igualmente manifiesta que desconoce sobre la iniciación o trámite de la sucesión del causante a pesar de haber realizado durante un buen tiempo gestiones de averiguación para conocer esta fecha de índole legal.”

Si comparamos lo dispuesto por el artículo 81 del C.P.C., con lo expresado por el señor apoderado del demandante en amparo de pobreza y lo decidido por el juez a quo, vemos claramente que no se cumplió la norma.

En efecto, dicho artículo es imperativo, en el sentido de exigir la manifestación expresa del actor, en el sentido de si el proceso de sucesión se ha iniciado o no.

Contrario a lo anterior, el señor apoderado manifiesta al folio 8 ya transcrito, que desconoce “la iniciación o trámite de la sucesión del causante.”
Con lo expresado, se advierte que se incurre en la nulidad del numeral 9° del artículo 140 del C.P.C., porque para ordenar el emplazamiento de los herederos indeterminados debía el juez de primera instancia dar cumplimiento a los 3 requisitos del artículo 81 ya expresados, pero no sobra repetir, que son:

1- Tratarse de un proceso de conocimiento.

2- La manifestación de que el proceso de sucesión no se ha iniciado.

3- Ignorar el nombre de los presuntos herederos.

Al no tenerse en cuenta tales condiciones, el emplazamiento está viciado de nulidad.

Respecto a los herederos determinados, se deben identificar, acreditando su calidad, en la forma ya expresada, indicando donde se encuentran para efectos de la notificación.

Si es imposible acompañar dicha prueba, o se ignora su domicilio, se debe aplicar el artículo 78 del C.P.C.

En el presente caso, solo se expresó quienes eran los herederos determinados, pero no se acompañó ninguna prueba de su calidad como tales, ni nada se afirmó de su domicilio, ni tampoco se aplicó el artículo 78 del mencionado código.
Sobre estos aspectos, hay abundante jurisprudencia.

Al respecto dice el Tribunal Superior de Bogotá, Auto de abril 29 de 1997, Magistrado Ponente doctor Edgar Carlos Sanabria Melo, lo siguiente:

“Y a lo anterior se agrega que como en el presente caso, tampoco se hicieron todas las manifestaciones que exige el artículo 81 ibídem, esta circunstancia per se también configura la causal de nulidad en mención, pues si algunos de los demandados fallecieron, además de acreditarse tal hecho con al prueba idónea, se requiere de la manifestación expresa de si ya se iniciaron o se encuentran en trámite, o si por el contrario no se han promovido los procesos de sucesión de los respectivos causantes. Sobre este tópico, la Corte Suprema de Justicia ha expresado:

“No basta que se afirme la muerte de este y se diga, que por ende, el libelo “va dirigido contra las personas indeterminadas y sucesores de los causantes”.

Para promover demanda contra los herederos indeterminados es indispensable que se trate de un proceso de conocimiento, que se afirme que el proceso de sucesión del respectivo causante no se ha iniciado aún, y además que se haga la manifestación de que se ignora el nombre de los posibles herederos. Solo cumpliéndose, agrega, estos requisitos puede el juez de conocimiento disponer en el auto admisorio, que los herederos indeterminados sean emplazados en la forma y para los fines indicados en el artículo 318 ibídem.””

El mismo Tribunal, en auto del 13 de septiembre de 1997, con la ponencia del Magistrado doctor Rodolfo Arciniegas, manifestó:
“El artículo 81 del C.P.C., establece que cuando se pretende demandar en proceso de conocimiento a los herederos de una persona cuyo sucesorio no se haya iniciado y se ignore el nombre de aquellos, deberán indeterminadamente citarse a todos los que tengan dicha calidad.

Pero en el evento que se conozcan herederos determinados la demanda deberá dirigirse contra estos y los indeterminados.

Son dos, entonces las hipótesis que se plantean, de un lado, si se desconoce la existencia de herederos determinados, caso en el cual se dispondrá el emplazamiento de todos los que tengan esa condición en la forma consagrada en el artículo 318 ibídem y, del otro si se conoce la existencia de herederos determinados, evento en el cual se impone al demandante la obligación de dirigir el libelo contra unos y otros y de aportar la prueba de carácter de heredero de las personas determinadas, a propósito que tal requisito aparece consagrado como uno de los anexos de la demanda y constituye motivo de inadmisión y posterior rechazo de esta. (Artículos 75, 76 y 85 ejusdem)

En el subjudice, decretada la nulidad se ordenó a la parte actora que diera cumplimiento a lo ordenado en el artículo 81 del Estatuto Procesal. …”

De lo dicho es fácil concluir que tales irregularidades en el emplazamiento tanto de los herederos determinados, como de los indeterminados, da lugar a la nulidad del artículo 140, ordinal 9° del C.P.C. 

Por lo tanto se decreta la nulidad del proceso a partir de la admisión de la demanda, dando aplicación en la forma expresada al artículo 81 del C.P.C.
De acuerdo al artículo 146 del C.P.C. los testimonios recepcionados conservaran su validez.     
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

RESUELVE
PRIMERO: DECLARAR que se ha incurrido en la causal de nulidad consagrada en el artículo 140 numeral 9° del C.P.C.

SEGUNDO: Como consecuencia decretar la NULIDAD del proceso, a partir de la admisión de la demanda, dando aplicación en la forma indicada al artículo 81 del C.P.C.

La prueba practicada conservara su validez.

TECERO: Sin costas, pues el actor actúa en amparo de pobreza
Notifíquese y cúmplase.

El Magistrado,

HERNÁN MEJÍA URIBE
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